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1. La educación pública de gestión privada

Concepto

La educación pública es una de las funciones primordiales del Estado de Derecho. 


El proceso de enseñanza/aprendizaje realizado en instituciones privadas, es decir con  gestión privada de integrantes de la sociedad civil con supervisión estatal, permite no solo incorporar a las nuevas generaciones en los valores de la cultura nacional, sino también crear nuevos conceptos que den respuesta a las realidades sociales de cada época histórica, a fin de concretar los propósitos de la sociedad organizada: afianzar la Justicia, consolidar las paz, promover el bienestar general, asegurar los beneficios de la libertad (cfr. Preámbulo de la Constitución Nacional).

La educación privada tiene una singular importancia, por cuanto permite que la Familia, como núcleo esencial de la Sociedad, anterior antropológicamente y más importante que el Estado, pueda elegir libremente bajo qué valores morales, religiosos, culturales y políticos educará a sus hijos.


La función del Estado, al respecto, no se limitará a supervisar los planes de estudio, para homogenizar la cultura nacional y equilibrar conocimientos mínimos, sino fundamentalmente deberá permitir en los hechos, que todas las familias que así lo elijan, puedan enviar a sus hijos a instituciones educativas privadas, lo cual nos lleva a la discusión presupuestaria de cuánto debe invertirse y cómo deben destinarse estos recursos para perfeccionar el sistema actualmente existente, de gran historia e importancia para nuestra Nación.
Antecedentes históricos. Distinciones y similitudes entre la gestión estatal y la gestión privada

La educación pública organizada inicialmente fue gestionada por la sociedad civil, a través de instituciones privadas y religiosas, que establecieron establecimientos educativos para educar a las nuevas generaciones. No dudamos en calificar como un derecho natural y superior a toda legislación escrita que los padres sean efectivamente libres de escoger la educación de sus hijos, lo que impide al estado el monopolio educativo.

Sostuvo con acierto Bidart Campos “que la libertad de enseñanza deriva del carácter íntimo de la educación como función reservada en primer término a la familia y a los grupos privados que con ella colaboran. El Estado solo tiene competencia supletoria y coadyuvante, para ayudar y no para sustituir. No hay libertad de enseñanza efectiva donde el Estado asume motu propio, y desplazando a la familia y los grupos naturales, la dirección total de las escuelas” (cfr. Germán Bidart Campos, Derecho Constitucional, Ediar, Tomo II, 1966,  pág. 232).

El Estado interviene en la educación, estableciendo la educación estatal y ejerciendo funciones de supervisión y control sobre la enseñanza privada. 

El sistema educativo es uno solo, con dos gestiones, estatal y privada.


En la gestión estatal, el estado asume la función educativa en forma directa, estableciendo las escuelas y universidades, nombrando a los docentes y abonando sus remuneraciones y cargas sociales.


En la gestión privada son los particulares, es decir, organizaciones y personas de la sociedad civil los que llevan adelante la gestión educativa, estableciendo las instituciones, contratando al personal docente y asumiendo la responsabilidad laboral y de la seguridad social como empleadores del sector privado.


En lo relativo a las relaciones de empleo del personal docente y auxiliar de la educación (habitualmente designados por la negativa de forma incorrecta como “no-docentes”), las gestiones estatales y privadas originan diversos regímenes jurídicos aplicables.

En la gestión estatal, los trabajadores de la educación son empleados del estado nacional o provincial. Desde la década de los noventa y luego de la transferencia educativa ejecutada por convenios entre las Provincias y la Nación, en aplicación de la Ley 24.049 (B.O. del 7 de enero de 1992), los docentes y auxiliares estatales de los niveles primario y secundario son trabajadores dependientes de los estados provinciales.


Los docentes y auxiliares de la educación privados, en cambio, son dependientes de los empleadores privados, siendo la relación de empleo privada por completo ajena al empleo público (cfr. Corte Suprema de Justicia de la Nación, en autos "Asociación Civil Escuela Escocesa San Andrés y Otros c./ Buenos Aires, Provincia de y otra s./ declarativa" (Fallos, 312:418)).

La distinción precedente, vinculada a la diversa naturaleza de la relación de empleo de los docentes y auxiliares de gestión estatal y de gestión privada, origina efectos jurídicos diversos, tanto en materia de derecho individual del trabajo –derechos y obligaciones del empleador y del trabajador– como en materia de derecho colectivo del trabajo –representación sindical, negociaciones colectivas, derecho de huelga–. 
La importancia institucional de la educación para el desarrollo social

1.a. La educación en los Tratados Internacionales de Derechos Humanos con rango constitucional 

La Reforma Constitucional de 1994 estableció la incorporación, con jerarquía constitucional, de los tratados internacionales de derechos humanos, que según la Corte Suprema de Justicia de la Nación, son el “nuevo ritmo internacional de la justicia” (cfr. "Vizzoti, Carlos Alberto c./ AMSA S.A.", sentencia del 14 de septiembre de 2004, La Ley, Suplemento Especial, 17 de septiembre de 2004).

Son relevantes las normas internacionales en materia educativa, que establecen tanto obligaciones para el Estado como responsabilidades y derechos para los integrantes de la comunidad educativa, conformada por alumnos, padres, docentes y auxiliares de la educación y propietarios de establecimientos educativos de gestión privada.


La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, aprobada en la Novena Conferencia Internacional Americana de Bogotá, Colombia, 1948, en su artículo XIII, establece que “toda persona tiene derecho a la educación, la que debe estar inspirada en los principios de libertad, moralidad y solidaridad humanas. Asimismo, tiene el derecho de que, mediante esa educación, se le capacite para lograr una digna subsistencia, en mejoramiento del nivel de vida y para ser útil a la sociedad. El derecho a la educación comprende el de igualdad de oportunidades en todos los casos, de acuerdo con las dotes naturales, los méritos y el deseo de aprovechar los recursos que puedan proporcionar la comunidad y el Estado. Toda persona tiene derecho a recibir gratuitamente la educación primaria, por lo menos”.

La Declaración Universal de Derechos Humanos, adoptada y proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución 217 A (III), del 10 de Diciembre de 1948, en su artículo 26 sostiene que “1) toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instrucción elemental será obligatoria. La instrucción técnica y profesional habrá de ser generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual para todos, en función de los méritos respectivos; 2) la educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos los grupos étnicos y religiosos, y promoverá el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz; 3) los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos”.

La Convención Americana sobre Derechos Humanos, suscripta en San José de Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969, en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos, en su artículo 12 inciso 4º, establece que “los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones”.


El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptado por la Asamblea General de Naciones Unidas, del 19 de diciembre de 1966, establece normas internacionales en materia educativa en su artículo 13º; la Convención Internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial, de la Asamblea General de Naciones Unidas del 13 de julio de 1967, consagra en  su artículo 5º la prohibición de discriminación racial y el derecho a la educación y formación profesional.

En la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la Mujer, aprobada la Asamblea General de Naciones Unidas del 18 de diciembre de 1979, se estableció que los estados partes tomaran todas las medidas apropiadas para: “…b) Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de la maternidad como función social y el reconocimiento de la responsabilidad común de hombres y mujeres en cuanto a la educación y al desarrollo de sus hijos, en la inteligencia de que el interés de los hijos constituirá la consideración primordial en todos los casos” (art. 5 inciso b).

La Convención sobre los Derechos del Niño aprobada en la Asamblea General de Naciones Unidas, del 20 de noviembre de 1989, por su parte establece numerosas y relevantes normas en materia educativa, en sus artículos 23, 28 y 29.

Como cláusula esencial, destacamos el artículo 28 que establece:

“1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a la educación y, a fin de que se pueda ejercer progresivamente y en condiciones de igualdad de oportunidades ese derecho, deberán en particular:

a) Implementar la enseñanza primaria obligatoria y gratuita para todos;

b) Fomentar el desarrollo, en sus distintas formas, de la enseñanza secundaria, incluida la enseñanza general y profesional, hacer que todos los niños dispongan de ella y tengan acceso a ella y adoptar medidas apropiadas tales como la implantación de la enseñanza gratuita y la concesión de asistencia financiera en caso de necesidad;

c) Hacer la enseñanza superior accesible a todos, sobre la base de la capacidad, por cuantos medios sean apropiados;

d) Hacer que todos los niños dispongan de información y orientación en cuestiones educacionales y profesionales y tengan acceso a ellas;
e) Adoptar medidas para fomentar la asistencia regular a las escuelas y reducir las tasas de deserción escolar.

2. Los Estados Partes adoptarán cuantas medidas sean adecuadas para velar por que la disciplina escolar se administre de modo compatible con la dignidad humana del niño y de conformidad con la presente Convención.

3. Los Estados Partes fomentarán y alentarán la cooperación internacional en cuestiones de educación, en particular a fin de contribuir a eliminar la ignorancia y el analfabetismo en todo el mundo y de facilitar el acceso a los conocimientos técnicos y a los métodos modernos de enseñanza. A este respecto, se tendrán especialmente en cuenta las necesidades de los países en desarrollo.”

1.b. La educación en la Constitución Nacional 


La Constitución Nacional, desde su mismo origen, en el proyecto histórico de 1853/1860  indicó para la educación un rol esencial, considerándola una “política de estado”, junto con la administración de justicia y el régimen municipal (art. 5º CN), garantizando además la libertad de “enseñar y aprender” de los habitantes de la nación (art. 14 CN). 

Destacaba Joaquín V. González que cuando la Constitución garantiza el derecho de enseñar y aprender, establece la libertad de enseñanza “para designar todo el conjunto de derechos y poderes, reglas y métodos para los cuales se realiza en una sociedad constituida, esa comunicación de los conocimientos entre los hombres” (cfr. Joaquín V. González, Manual de la Constitución Argentina, La Ley, actualizado por Humberto Quiroga Lavié, 2001, pág. 132).


En el tercer párrafo del artículo 75º inciso 19º, incorporado en la reforma constitucional de 1994, el Constituyente estableció como atribución del Congreso Nacional sancionar leyes de organización de la educación, que consoliden la unidad nacional, pero que a su vez respeten las particularidades de las localidades y provincias.  


Enfatizó que el Estado tendrá una responsabilidad indelegable con participación de las familias y de la sociedad, y que la legislación en materia educativa deberá promover los valores democráticos, igualdad de oportunidades y posibilidades, desterrando toda forma de discriminación.


El constituyente además garantiza los principios de gratuidad y equidad en la educación pública estatal y los principios de autonomía y autarquía de las universidades nacionales.

1.c. La educación en la legislación nacional y provincial

El sistema educativo de gestión estatal tuvo al inicio de la década de 1990 una importante transformación con la Ley Nacional de Transferencia Educativa Nº 24.049 (B.O. del 7 de enero de 1992), la que fuera ejecutada mediante convenios entre la Nación y las Provincias y por las cuales se transfirieron las escuelas nacionales a la órbita provincial, transfiriéndose asimismo atribuciones de  supervisión y control administrativo sobre  los propietarios de las escuelas privadas.


Dicha transferencia determinó la existencia de un sistema jurídico de educación estatal regido por leyes nacionales “marco”, como la Ley Federal de Educación Nº 24.195 sancionada un año después y publicada en el Boletín Oficial de la Nación del 5 de mayo de 1993; posteriormente se dictaron leyes provinciales en materia educativa, siendo los docentes y auxiliares estatales transferidos como empleados y agentes públicos de cada una de las provincias.


Actualmente rige la Ley Nacional de Educación Nº 26.206 (B.O. del 28/12/2006) y las leyes provinciales  que regulan los sistemas educativos provinciales.


En la educación de gestión privada rige la Ley de Contrato de Trabajo, la Ley 13.047 que es el estatuto de los docentes particulares y que fuera  publicada en el Boletín Oficial de la Nación el 22 de octubre de 1947 y demás normativa de orden público en materia de empleo privado. 

El artículo 62 de la Ley Nacional de Educación establece que “los servicios educativos de gestión privada estarán sujetos a la autorización, reconocimiento y supervisión de las autoridades educativas jurisdiccionales correspondientes”.


En el nivel universitario, rige la Ley de Educación Superior Nº 24.521 (B.O. del 10/08/1995). 

1.d. La educación en la jurisprudencia nacional

Los tribunales nacionales se han expedido en materia de conflictos colectivos vinculados a la educación.  En particular, nos interesa analizar la jurisprudencia en materia de educación y derecho de huelga. 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha considerado que la educación no es servicio esencial a los efectos del ejercicio del derecho de huelga, confirmando la declaración de inconstitucionalidad del Decreto PEN 843/00 (B.O. del 4/10/2000) y de la Resolución Nº 480/2001 (B.O. del 3/12/2001) del entonces Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos, que había calificado como servicio esencial a la educación en el período de la escolaridad obligatoria —último año de la Educación Inicial y la Educación General Básica—, en virtud de su importancia y trascendencia.


Dicha resolución encuadró a las medidas de fuerza en las normas del Decreto Nº 843/00 y demás normativa vigente, a los cuales las partes colectivas debían ajustarse; estableció que los servicios mínimos que deberán mantenerse para el funcionamiento del sistema educativo mientras durara el conflicto, debían garantizar: a) El funcionamiento de los comedores escolares; b) El dictado de la cantidad de días de clase en el año determinados por el calendario escolar obligatorio de cada jurisdicción; c) Mantener abiertas las escuelas, garantizando una guarda mínima, para  que los padres puedan dejar a sus hijos en ellas con seguridad.

Dicha norma fue declarada inconstitucional por transgredir el derecho de huelga, en un caso colectivo promovido por el sindicato nacional que agrupa a los docentes privados, el SINDICATO ARGENTINO DE DOCENTES PARTICULARES –SADOP– y confirmada por la Sala III de la CNAT, quedó firme. 

El Ministerio de Trabajo interpuso recurso de queja ante la Corte, el que fuera declarado inadmisible por unanimidad (Señores Magistrados Enrique Santiago Petracchi y Juan Carlos Maqueda, según su voto).


En los autos “SINDICATO ARGENTINO DE DOCENTES PARTICULARES c./ PODER EJECUTIVO NACIONAL s./ Acción de amparo” (Expediente N° 17.974/2001); La Corte, por sentencia del 14 de octubre de 2004, compartió el dictamen del Señor Procurador Fiscal y desestimó la queja interpuesta por el Poder Ejecutivo Nacional.


En el dictamen que hace suyo la Corte, en su parte pertinente dice:


“La ad quem confirmó la decisión de la anterior sentencia que hizo lugar a la acción de amparo deducida por el Sindicato Argentino de Docentes Particulares (SADOP) y declaró la inconstitucionalidad del decreto nº 843/00 y de la resolución nº 480/01 (fs. 304/307). Para así decidir hizo, hincapié en que: a) el decreto nº 843/00 no incluye a la actividad docente entre los “servicios esenciales”, en consonancia con la formulación internacional en la materia; b) sólo pueden estimarse “esenciales” aquellos servicios cuya interrupción podría poner en peligro la vida, la seguridad o la salud de la persona en toda o parte de la población; y c) en ausencia de las hipótesis referidas, carece de justificativo la ampliación de tales actividades mediante delegación en la autoridad administrativa del trabajo….”

Luego de referir las cuestiones procesales, el dictamen refuta el recurso extraordinario, sosteniendo:


“…situados en un marco de suma excepcionalidad como es el que atañe a la doctrina de las sentencias arbitrarias (v. Fallos 310:2376; 313:473, etc.), la recurrente se limita a la discrepar con las razones provistas por la Cámara a fs. 171/172 y reiteradas, más tarde, a fs. 375/376, en orden a que: a) el artículo 16 de la ley nº 16.986 obsta al planteo de cuestiones de competencia; b) la actora, amén de una asociación en los términos del artículo 43 de la Ley Fundamental Nacional, resulta titular del derecho de huelga que se dice afectado; y, c) la exigencia del trámite previo se evidencia irrazonable frente a la enérgica ratificación ulterior de la regularidad de la medida de la demandada.


A esas razones se añaden las expuestas por el Sr. Fiscal General fundadas en el artículo 21 inciso a) de la ley 18.345 y en la operatividad “fuerte” de las garantías establecidas por el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, en relación con las exigencias normadas por el artículo 230 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación… En tales condiciones, la queja del Ministerio de Trabajo a este respecto no puede prosperar… por lo dicho, considero que la presentación directa de la accionada debe ser desestimada.” (Sentencia CSJN en expediente registro Corte Letra S Tomo 38 número 1929/2002.)

1.e. Negociación Colectiva y Docentes Privados

Como primer dato objetivo, debe tenerse presente que en materia remunerativa  la legislación ha consagrado el “principio de equiparación”, por el cuál las remuneraciones y demás condiciones de trabajo de los docentes privados tienen un piso de orden público: Las remuneraciones y condiciones de trabajo de los docentes estatales.

Dicho principio ya regía en la derogada Ley Federal de Educación 24.195 (art. 38º), siendo ahora receptado por la Ley Nacional de Educación Nº 26.206, la que en su artículo 64º expresamente establece que “los/las docentes de las instituciones de educación de gestión privada reconocidas tendrán derecho a una remuneración mínima igual a la de los/las docentes de instituciones de gestión estatal, conforme al régimen de equiparación fijado por la legislación vigente, y deberán poseer títulos reconocidos oficialmente”.


Las legislaciones provinciales complementan  dicha equiparación remunerativa, por lo que tanto en la realidad laboral como en las normas aplicables a los casos concretos, los docentes privados de establecimientos educativos reconocidos tienen como mínimo las condiciones de trabajo (jornada legal, régimen de licencias, sistema jubilatorio y demás instituciones de derecho individual del trabajo) que los docentes estatales.

Sobre dicho mínimo, los docentes privados pueden adquirir mayores derechos, siendo las fuentes de tales conquistas sectoriales tanto la legislación específica como los convenios colectivos de trabajo, las resoluciones del Consejo Gremial de Enseñanza Privada (Ley 13.047), los laudos arbitrales o las cláusulas y condiciones más beneficiosas que se incorporen por contrato individual de trabajo.

La negociación colectiva en la educación pública de gestión privada se desarrolla en diversos ámbitos complementarios.


Los docentes privados son empleados del propietario del establecimiento educativo de gestión privada, siendo la relación de empleo de naturaleza jurídica privada, por completo ajena al empleo público.

1.f.   Ámbito sectorial específico 

El estatuto de los docentes particulares, Ley 13.047  (B.O. del 22/10/1947) fue dictado por el Congreso Nacional a iniciativa de la asociación sindical que agrupaba a los docentes privados, demostrando que las normas del derecho colectivo del trabajo no resultan en general  de la voluntad abstracta del legislador, sino que tienen raíces profundas en la acción de los representantes sindicales de los trabajadores. 

El Diario Crítica, del 15 de julio de 1947, en su página 6 constata en su título que “Delegados de 15.000 maestros en el C. de Docentes Particulares. Maestros de 600 colegios piden su propio estatuto”.


La nota periodística informa “En el aula magna del Colegio Nacional de Buenos Aires se inició esta tarde el Primer Congreso Nacional de Docentes Particulares, convocado por el Sindicato  de Docentes Particulares. Asisten al mismo delegaciones de toda la República, que representan a los 600 colegios incorporados que se hallan habilitados y a 15.000 profesores y maestros que ejercen la docencia en colegios e institutos privados”.


La nota continúa: “Las finalidades. La finalidad esencial de este Congreso es sentar resoluciones definitivas con respecto a la sanción del Estatuto del Docente Particular por el cual viene bregando la entidad organizadora y el cumplimiento de las diversas leyes nacionales que amparan las actividades de profesores y maestros particulares.


Profesores y Maestros Particulares de las más diversas tendencias concurren solidariamente a este Congreso, del cuál surgirán resoluciones y declaraciones que hagan factible la dignificación de tan vasto e importante gremio a través de la sanción del Estatuto que ampara sus actividades”.


En nota aparte, el entonces Secretario General Profesor José M. Pérez Cruz, sostuvo “en buena hora han llegado las palabras del presidente de la Nación de que materialmente la docencia debe ser digna, por cuanto no puede pedirse de un profesor y de un maestro que sean héroes frente a apremiantes necesidades económicas” y luego afirmó: “De las resoluciones emanadas de este congreso, los docentes saldrán de seguro imbuidos de decisiones definitivas para el logro de sus impostergables reivindicaciones, que dentro de las Cámaras Legislativas y dentro del régimen de justicia social que vive el país, serán una de las más grandes conquistas que dará a más de 15.000 hogares la paz, la tranquilidad y la dignificación asentadas de manera irrebatibles en la Declaración de los Derechos del Trabajador”.


El día 28 de septiembre de 1947, con intervención directa de Eva Perón, el Congreso Nacional promulgó el proyecto de ley que fuera redactado por el Sindicato de Docentes Particulares, como “Estatuto de los docentes particulares” con el número de ley 13.047, siendo publicada en el Boletín Oficial del día 22 de octubre de 1947.


El Senador Soler, en la sesión ante la Cámara de Senadores en la que se aprobó la ley:

“Sr. Soler-Pido la Palabra.


Como miembro informante, debo manifestar que por fin vamos a tratar un proyecto que ha sido anhelado por un gran sector de los educadores de nuestro país.


Alguna vez íbamos a tener oportunidad de tratar una de las leyes, a mi entender, de más importancia y resonancia para la educación de nuestro pueblo. El magisterio particular o de colegios particulares ha estado trabajando afanosamente durante años para conseguir que el Estado dictara una ley que lo protegiera en su remuneración, en el producto de su esfuerzo, como así también en la estabilidad del empleo…”; luego sostuvo… “Los profesores quedan confirmados en sus puestos para evitar las triquiñuelas que la ley puede permitir a los directores de colegios particulares y hacer imposible los desplazamientos injustos”  (Cámara de Senadores de la Nación, reunión 39 del cinco de septiembre de 1947).


La Ley 13.047 estableció un organismo sectorial tripartito, con representantes del Estado Nacional, de los docentes privados y de los empleadores propietarios de establecimientos educativos de gestión privada. 


El Consejo Gremial de Enseñanza Privada surge, en consecuencia, como el ámbito sectorial específico de negociación colectiva para la educación de gestión privada, con la competencia del artículo 31 de la ley, siendo sus atribuciones: “1º Intervenir en la fiscalización de las relaciones emergentes del contrato de empleo privado en la enseñanza y de la aplicación de la presente ley. 2º Resolver las cuestiones relativas al sueldo, estabilidad, inamovilidad y condiciones de trabajo del personal, que no estén contempladas en el presente estatuto”.


Las resoluciones del Consejo Gremial reglamentan diversas instituciones de la relación de empleo docente privada y en general fijan las remuneraciones mínimas de los docentes privados de cargos extra/programáticos, que no integran la planta orgánico-funcional de los establecimientos educativos de gestión privada y de las academias y demás institutos de enseñanza.


Sus resoluciones se publican en el Boletín Oficial de la Nación y son de aplicación general para todos los docentes privados y todos los empleadores del sector.


Las resoluciones del Consejo Gremial son actos administrativos; en consecuencia,  para ser válidas y aplicables deben respetar lo dispuesto en la normativa de orden público de superior jerarquía constitucional, siendo de aplicación respecto de los requisitos de validez de dichas resoluciones los recaudos de los artículos 7 y 14 de la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos 19.549 (B.O. del 27/4/1972) y su decreto reglamentario. 

2. Ámbito de adecuación a la docencia privada de los acuerdos arribados en el marco de la Ley Nacional de Financiamiento Educativo Nº 26.075

La Ley Nacional de Financiamiento Educativo, como ut supra referimos, estableció una “negociación colectiva marco”, donde participan el Estado Nacional, los estados provinciales y las asociaciones sindicales de docentes estatales y privados.


Dichos convenios colectivos, homologados por decretos del Poder Ejecutivo Nacional, en el ámbito de la docencia privada resultan adecuados, receptados y ejecutados por una comisión especial, según el régimen del decreto reglamentario de dicha norma, Decreto PEN 457/2007 (B.O. del 27/4/2007), que en su artículo 2º segundo párrafo estableció que “en la educación pública de gestión privada, la adecuación, recepción y ejecución del convenio marco resultará de acuerdos con la participación e intervención de los representantes de los docentes privados y representantes de los empleadores del sector, según el régimen legal estatutario vigente”.


Dicha comisión negociadora del sector privado fue constituida por Resolución Nº 6/2009 del Consejo Gremial de Enseñanza Privada (B.O. del 9/06/2009), en la órbita del Ministerio de Educación de la Nación, habiendo arribado a acuerdos colectivos que adecuan, receptan y ejecutan en la docencia privada el convenio marco referido.


3. La negociación colectiva de la docencia privada en el ámbito de la Ley 14.250

En la docencia privada rige plenamente la ley de negociación colectiva 14.250 y la normativa de procedimiento dictada en su consecuencia, normas de orden público que  son   aplicables al sector en las mismas condiciones y efectos que cualquier otra actividad del sector privado.


En la década de 1960 los docentes privados y los empleadores acordaron tres convenios colectivos de trabajo, que establecieron obligaciones empresarias.


Por Resolución S.T. 507/2005 (B.O. del 13/02/2006), se homologó el acuerdo colectivo 462/2005, en los términos de la Ley 14.250; el acuerdo estableció un procedimiento de negociación colectiva entre la asociación sindical con personería gremial y los representantes de los empleadores.


En el ámbito docente privado universitario rige de pleno derecho la Ley 14.250, por cuanto el Consejo Gremial de Enseñanza Privada no es competente para el nivel educativo de enseñanza superior.


SADOP se encuentra plenamente habilitado, como organización sindical con personería gremial, para negociar colectivamente en los términos de la Ley 14.250, sin impedimento jurídico alguno, encontrándose en la misma situación desde el punto de vista normativo, que las restantes asociaciones sindicales del sector privado de nuestro País. 


4. El Comité de Libertad Sindical de la Organización Internacional del Trabajo y la negociación colectiva en la educación de gestión privada 


En el Caso Nº 2263, publicado en el informe 332, el Comité de Libertad Sindical de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) se expidió promoviendo la negociación colectiva de los docentes privados.

En las conclusiones, el Comité señaló: 

“El Comité observa que la organización querellante alega que desde que se constituyó la comisión negociadora en el sector de la docencia privada en 1999, la parte empleadora, en violación del deber de buena fe y del de realizar esfuerzos previstos en la legislación ha recurrido a prácticas desleales (negativa a asistir a reuniones, prácticas dilatorias, negación del derecho de los maestros a negociar colectivamente en el sector privado docente) para no negociar un convenio colectivo en el sector privado docente. La organización querellante alega igualmente que frente a esta situación el Ministerio de Trabajo ha asumido una actitud pasiva y de omisión, ignorando su obligación de promover y estimular la negociación colectiva en virtud de los Convenios núms. 98 y 154 y no sancionado a la parte empleadora a pesar de su incumplimiento de la legislación  y a pesar de las denuncias sindicales...

El Comité recuerda «la importancia que concede a la obligación de negociar de buena fe para el mantenimiento de un desarrollo armonioso de las relaciones profesionales»; así como que «es importante que tanto los empleadores como los sindicatos participen en las negociaciones de buena fe y que hagan todo lo posible por llegar a un acuerdo, y la celebración de negociaciones verdaderas y constructivas es necesaria para establecer y mantener una relación de confianza entre las partes» [véase Recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical, cuarta edición, 1996, párrafos 814 y 815].
En estas condiciones, el Comité pide al Gobierno que continúe realizando esfuerzos para que las partes, en seguimiento al acuerdo alcanzado en diciembre de 2002, puedan concluir un convenio colectivo para el sector privado docente”


Como recomendaciones, el Comité resolvió:

“En vista de las conclusiones que preceden, el Comité invita al Consejo de Administración a que apruebe la recomendación siguiente: El Comité pide al Gobierno que continúe realizando esfuerzos para que las partes concernidas, en seguimiento al acuerdo alcanzado en diciembre de 2002, puedan concluir un convenio colectivo para el sector privado docente.”

El precedente del Comité de Libertad Sindical enfatiza la importancia de la negociación colectiva para la Organización Internacional del Trabajo, como medio para alcanzar la justicia en las relaciones de empleo, en procura de la concreción del bien común, en una sociedad en desarrollo.

5. Deuda Colectiva

Resulta al menos sorprendente que luego de tantos años de desarrollo de la Docencia Privada Argentina, no exista aún un convenio colectivo homologado por actividad, que regule todas las Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo de los docentes privados, lo que es fundamentalmente responsabilidad del sector empleador, ya que pese a que el día 26 de Diciembre de 2001 suscribieron tanto el SADOP como las Cámaras Empresarias que agrupan a los empleadores, un acuerdo colectivo que iniciaba una regulación al menos inicial de las condiciones de trabajo, la representación empleadora se negó posteriormente a su homologación. 

No se trata de mirar hacia el pasado. En realidad lo que interesa es el presente y el futuro. Sin embargo, no podemos dejar de destacar que es una Deuda Colectiva esta  auténtica carencia sectorial.


La Docencia Privada es la única actividad importante del sector privado argentino que aún carece de convenio colectivo de trabajo que regule las condiciones de empleo del personal docente privado.


Es un grave error que debe ser urgentemente subsanado, por los trabajadores, los empleadores y el Estado.
Conclusiones

La negociación colectiva de los docentes privados, llevada adelante por su asociación sindical más representativa, con la intervención de los representantes de los empleadores del sector y la activa promoción que de dicha negociación debe realizar el Estado Nacional, en cumplimiento de lo resuelto por el Comité de Libertad Sindical de la Organización Internacional del Trabajo, es el camino más adecuado, eficaz y razonable,  para arribar a un consenso sectorial muy valioso.

Dicha negociación permitirá fortalecer a la Docencia Privada, como sector esencial del sistema educativo argentino, mejorando no solo las condiciones de trabajo del personal docente, sino acrecentando positivamente todo el proceso de enseñanza aprendizaje, ya que Maestros y Profesores con Justas condiciones de trabajo son la mejor garantía para perfeccionar las Escuelas que contribuirán a formar ciudadanos del siglo XXI responsables y convencidos de su obligación de trabajar activamente por una Sociedad Justa y Solidaria.


El futuro se construye todos los días. Hoy es un buen momento para saldar la Deuda Colectiva que afecta desde varias décadas a los docentes privados. Más Justicia hoy acrecentará el desarrollo del mañana, de nuestro País y de América Latina.

PAGE  
1

